Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 16 minutos) 


La Subcomisión de Audiencias tiene el agrado de recibir a los representantes del 
Secretariado Ejecutivo del PIT -CNT 


SEÑOR SILVEIRA.- Mi nombre es Juan Silveira y soy integrante del Secretariado Ejecutivo de la 
Central. 


Nuestra presencia en esta Comisión en la tarde de hoy se debe, en particular, a dos aspectos 
sustanciales. 


En primer lugar, deseamos realizar un planteo vinculado con la Reforma Tributaria y con el 
pago o aporte que deben hacer los sindicatos, que hasta este momento estaban exonerados. 


En segundo término, queremos referirnos a lo que tiene directa relación con lo establecido en 
la Rendición de Cuentas respecto de la creación de una Dirección de la Seguridad Social. Ambas 
situaciones nos merecen reparos y comentarios. En consecuencia, les vamos a hacer entrega de una 
fundamentación donde consta que nuestra postura es un poco contraria a estas dos iniciativas, es 
decir, a la aprobada por ley y la que se encuentra a estudio en la Rendición de Cuentas. 


Entonces, si me permiten los señores Legisladores, en primer lugar le cedería el uso de la 
palabra a nuestro asesor laboral, doctor Pomatta, para que explique nuestra opinión en cuanto a la 
exoneración tributaria y, posteriormente, al compañero Ramón Ruiz, para que exponga nuestra postura 
sobre la creación de la Dirección de la Seguridad Social. 


SEÑOR POMATTA.- Como conocemos la dinámica de la Comisión, vinimos con los deberes hechos: 
trajimos un memorándum explicando nuestra posición. 


Resumiendo, entendemos que nos asiste derecho a solicitar la exoneración del aporte 
patronal para nuestros sindicatos, fundados especialmente en los artículos 57 y 69 de la Constitución. 
El artículo 57 es suficientemente claro y dispone que la ley promoverá la organización de sindicatos 
gremiales, acordándoles franquicias y dictando normas para reconocerles personería jurídica. Con 
esta Administración, el movimiento sindical ha avanzado mucho en el tema de la promoción y fomento 
de la sindicalización, incluida la rural y del servicio doméstico, lo que es un avance histórico. Sin 
embargo, una de las cuentas pendientes es quitarnos el peso de esta ley que nos obliga a hacer 
aportes patronales en aquellos lugares donde, actuando como sindicato, contrata servicios de 
trabajadores para secretaría y afines. Siempre estuvimos exonerados, pero ahora esta ley nos carga 
con los tributos que impone. Además, debo decir que no son tantas las situaciones -son algunos 
cientos- ni tanto el monto del que el Estado se privaría exonerando y cumpliría, de ese modo, no sólo 
con el artículo 57 de la Constitución, sino con convenios internacionales que obligan al fomento y 
promoción de la libertad sindical y de la sindicalización y que abundan en detalles acerca de la práctica 
que debe llevar a eso, por ejemplo, acordar franquicias y normas para favorecernos en la consecución 
de la personería jurídica. 


Por su parte, el artículo 69 de la Constitución establece que las instituciones de enseñanza 
privada y las culturales de la misma naturaleza estarán exoneradas de impuestos nacionales y 
municipales, como subvención por sus servicios. En principio, el movimiento sindical no es una 
institución de enseñanza privada o cultural "stricto sensu", pero hay suficientes normas -les dejamos 
una breve relación en el memorándum- que nos incorporan y excluyen a texto expreso, tales como el 
Titulo lll del TOCAF de 1996, la Ley N* 12.802, de noviembre de 1960 y la Ley N* 14.057, de 3 de 
febrero de1972. 


Por último y para un mayor abundamiento, el movimiento sindical mantiene su instituto de 
formación, extensión e investigación, el Instituto Cuesta Duarte, que es modelo y ejemplo a nivel 
regional y de toda Latinoamérica. No deja de ser un instituto de formación cultural, porque imparte 
materias tales como Sociología del Trabajo, Economía, Derecho Laboral, Historia del Movimiento 
Sindical, Comunicación, Organización, etcétera. No es eso lo que define la tarea del Instituto Cuesta 
Duarte, pero es el buque insignia que tenemos para decir que somos una organización que se merece 
la solución que planteamos en este memorándum. 


SEÑOR RUIZ.- Además de venir con la delegación del PIT-CNT, integramos el equipo de 
representación de los trabajadores del Banco de Previsión Social. 


A nosotros nos corresponde desarrollar -también está por escrito la solicitud- nuestra 
preocupación, ya que mediante la Rendición de Cuentas 2006 se crea una Dirección de Seguridad 
Social como una Unidad del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Nuestra preocupación se centra, básicamente, en dos aspectos -aunque podríamos señalar 
otros- que desarrollaremos partiendo de la base de que nuestro país tiene, en materia de seguridad 
social, una tradición muy rica en cuanto a la participación de los sectores sociales en sus órganos de 
dirección. En este sentido hay varios antecedentes de cómo se ha ido gestionando la seguridad social, 
tanto desde el punto de vista normativo, como desde la propia práctica a través del Banco de Previsión 
Social, de acuerdo con el artículo 195 de la Constitución que otorga, a esa institución, el cometido de 
organizar la seguridad social y coordinar sus servicios estatales. A esto se suma la Ley N2 15.800, 
que reglamentó los contenidos del Banco de Previsión Social de acuerdo con dicha disposición 
constitucional. 


Pero más allá de citar estas normas, queríamos centrarnos en uno de los principios 
fundamentales que rigen este tema, que es el de la participación de los sectores sociales: no pueden 
existir, ni el diseño, ni la elaboración ni el impulso de propuestas en materia de seguridad social, si en 
esa discusión no se contempla la participación de los sectores sociales. Por lo menos, así concebimos 
nosotros a la seguridad social: como un derecho humano fundamental. Pero además, nos basamos en 
los principios de la Organización Internacional del Trabajo y precisamente, la participación, a nuestro 
juicio, es uno de los principios fundamentales. 


Por otro lado, queremos decir que la creación de esta Unidad o Dirección en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, desde nuestro punto de vista, duplica la Dirección, porque el Directorio del 
Banco de Previsión Social ya tiene muchas de las facultades que ahora también tendrá esta nueva 
Dirección. De manera que esta última, de alguna manera, está invadiendo las facultades del actual 
Directorio del Banco de Previsión Social que, por otro lado, es bueno destacar que sí tiene 
participación de los trabajadores, de los jubilados y de los empresarios, a diferencia de esta Unidad 
que se crea en el ámbito del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


También discrepamos con las facultades que se asignan a esta nueva Dirección en el campo 
del control del funcionamiento y de la toma de decisiones en los organismos de seguridad social los 
que, como decíamos, están determinados por las leyes y por la propia Constitución. 


Podemos decir, además, que no sólo en el BPS se pone de manifiesto esa vocación de 
participación de los trabajadores, sino que lo mismo sucede en otros institutos de seguridad social 
como, por ejemplo, en la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias y en otras experiencias de 
participación social que se aplican a temas vinculados con la seguridad social. 


Les dejamos algunas carpetas que contienen el planteo de estos temas que, a pesar de que 
hay pocos señores Senadores en Sala, no son suficientes para todos, por lo que solicitaríamos que por 
Secretaría se hagan las copias correspondientes. 


Queremos decir también que nos acompaña la compañera Celia Bencen que integra el equipo 
en representación de los trabajadores pero, para ser breves, decidimos simplemente decir estas 
palabras y entregar la información correspondiente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera hacerles una pregunta en relación con el segundo planteo que han 
realizado y que refiere a dos artículos de la Rendición de Cuentas. De acuerdo con lo que han dicho, 
advertí que había dos tipo de objeciones: una que radica en que esta Unidad Ejecutora que se crea no 
contempla las tres patas sociales que la Dirección del Banco de Previsión Social sí tiene. 


La otra objeción que quiero plantear refiere a la duplicación o el temor a que pueda existir 
alguna contradicción entre las resoluciones de la Unidad Ejecutora y el Banco de Previsión Social. 


SEÑOR RUIZ.- Creemos que muchas de las facultades que va a tener esta nueva Dirección, han sido 
contempladas a nivel del propio Directorio del Banco. En este sentido, nos preocupa cuál de las dos 
Direcciones será la que resuelva los temas inherentes a la Seguridad Social. Además, nos parece que 
el Banco de Previsión Social tiene cierta independencia o autonomía en materia de Seguridad Social, 
por lo que esta unidad estaría, de alguna manera, invadiéndola. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pido excusas por formular nuevamente la pregunta, pero me gustaría 
entender bien este punto. 


En relación con lo que acaban de mencionar, ¿ustedes ven lesionada la autonomía del 
Banco de Previsión Social? Realizo esta pregunta, porque aclaro que no soy abogada y quiero 
entender las razones que llevaron a la creación de esta unidad. 


SEÑOR POMATTA.- En realidad, suponer que este artículo va a lesionar o no, es un problema de 
futurología. Nosotros creemos que esta es una cuestión que debería ser considerada, porque la 
creación de una unidad -llámese como se llame- en el ámbito del Poder Ejecutivo que tenga que ver 
con la Seguridad Social supone, por una ley de Rendición de Cuentas, modificar el sistema vigente. En 
este sentido, ya tuvo lugar una reforma constitucional que dejó claro que esto no se podía hacer; por lo 
tanto, este artículo es de dudosa constitucionalidad. A nuestro juicio, esta norma no debería estar allí, 
justamente, por ese tema de que la reforma constitucional operada en la década de 1990, estableció 
que las leyes de presupuesto no eran el vehículo para modificar el sistema de Seguridad Social. 


Por otro lado, el Banco de Previsión Social, que es un Ente Autónomo, es el órgano rector en 
política sobre Seguridad Social en nuestro país. El Estado, la persona pública mayor, muchas veces se 
expresa a través de organismos que llevan adelante las políticas de rectoría en muchas materias. Por 
ejemplo, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social es el rector en políticas de relaciones laborales y el 
Estado, persona pública mayor, se expresa a través de ese Órgano y, a pesar de los cuestionamientos 
que existen al respecto, ningún organismo público debería cuestionar este papel que desempeña esta 
Secretaría de Estado en la materia. Lo mismo podemos decir del Ministerio de Salud Pública en lo que 
tiene que ver con el tema de la salud y del INAU, en lo que hace a las políticas de infancia y 
adolescencia. Y así podríamos seguir. 


En definitiva, consideramos que el papel de rector en políticas de Seguridad Social a cargo 
del Ente Autónomo, queda cuestionado frente a la creación en el seno del Poder Ejecutivo de una 
unidad que, desde nuestro punto de vista, duplicará el ámbito de esa competencia. 


SEÑOR VAILLANT.- No voy a formular interrogante alguna; simplemente, quiero dejar constancia de 
que me gustaría continuar discutiendo sobre este tema, porque tengo diferencias conceptuales en 
cuanto a la interpretación que se hace de la Constitución y la ley en ese sentido. Quizá esté 
equivocado -como también lo pueden estar nuestros visitantes- pero no coincido con el hecho de 
que de acuerdo con nuestra Constitución sea el Banco de Previsión Social, como Ente Autónomo, el 
que fija las políticas de Seguridad Social. Creo que eso es competencia de los representantes de la 
soberanía, en este caso, de los gobiernos electos, que se manifiestan tanto a través del Poder 
Ejecutivo como del Poder Legislativo. En función de esto, al Banco de Previsión Social le 
corresponderá el carácter de administrador de esas políticas sociales o de una parte de ellas. Lo que 
ocurre es que al actuar incorrecto, al que hasta ahora estuvimos acostumbrados, le incorporamos eso 
como algo correcto; esto es, la prescindencia que históricamente ha tenido el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social en lo que tiene que ver, justamente, con la discusión y fijación de las políticas 
sociales. Esto para nada significa intervenir en una autonomía, porque la autonomía del Banco de 


Previsión Social no es la que le asigna la responsabilidad de definir políticas sociales, pues eso está 
reservado, naturalmente, para el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el propio Parlamento. 


No es mi intención generar un debate en este momento. De pronto, se me puede convencer 
de que estoy equivocado, pero aspiro a tener la posibilidad de convencerlos de que son ustedes los 
equivocados. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la comparecencia del Secretariado Ejecutivo del PIT-CNT. 
Aclaramos que el material que nos han entregado será repartido entre los miembros de la Comisión. 


(Se retira de Sala una delegación del Secretariado Ejecutivo del PIT-CNT) 
(Ingresa a Sala una delegación del Programa Fortalecimiento de las Artes) 


Recibimos a los integrantes del Programa de Fortalecimiento de las Artes, quienes nos darán 
su opinión con relación a la Rendición de Cuentas. 


SEÑOR DAMBRAUSKAS.- Soy el coordinador general del Proyecto de Fortalecimiento de las Artes, 
Artesanías y Oficios en Uruguay. 


La entidad gestora del Programa de Fortalecimiento de las Artes, Artesanías y Oficios en 
Uruguay expone que el artículo 130 incluido en la Sección V, disposiciones varias, de la Ley N* 18.046 
-Rendición de Cuentas del año 2005- que autorizó a la Administración Nacional de Correos a dar en 
usufructo, por el término de doce años, a la Administración Nacional de Educación Pública -ANEP- el 
bien inmueble de propiedad del primer Organismo, con frente a la calle Sarandí 472, 468 y Treinta y 
Tres 1321, que forma parte del padrón 4173, fracciones 2 y 3. La norma dispuso que el usufructo fuera 
otorgado una vez que la Intendencia Municipal de Montevideo aprobara el fraccionamiento definitivo 
del citado padrón. Dicha aprobación se ha dilatado en el tiempo por diversos motivos. No obstante lo 
expuesto, y en la medida que las obras a realizar por la ANEP en dicho padrón están financiadas con 
fondos del Programa de Fortalecimiento de las Artes, Artesanías y Oficios en Uruguay, por convenio de 
donación, y tiene plazo para llevar a cabo la inversión, quiero agregar que las obras ya están en 
ejecución desde el 19 de setiembre de 2005. En la medida que las mismas han sido encaradas en 
base a un contrato transitorio de comodato, la ANEP, al carecer de un derecho real sobre el inmueble, 
no ha podido gozar de las exoneraciones y beneficios tributarios que le corresponden conforme a la 
legislación vigente. 


En base a estas consideraciones, el Consejo Directivo Central de la ANEP estimó pertinente 
remitir al Parlamento, en su Mensaje y propuesta de Rendición de Cuentas, un artículo que permite las 
exoneraciones, reducciones y/o beneficios tributarios que la legislación vigente confiere a la citada 
ANEP respecto de los bienes inmuebles de su propiedad y/o sobre los que ostenta un derecho real y, 
en especial, lo relativo a los aportes patronales al Banco de Previsión Social. Aclaramos que estamos 
hablando de un artículo para la presente Rendición de Cuentas. Estos beneficios se solicitaron para la 
obra que se desarrolla en el inmueble de la Administración Nacional de Correos, fracciones 2 y 3 del 
padrón N* 4173 de la 3? Sección Judicial del Departamento de Montevideo. 


Por razones que ignoramos, al considerarse el proyecto de Rendición de Cuentas por parte 
de la Cámara de Representantes, el referido artículo no fue incluido en el texto aprobado y remitido al 
Senado. Solicitamos a los señores Senadores incluir el mencionado artículo remitido en el Mensaje 
original de la Administración Nacional de la Educación Pública, a los efectos de evitar consecuencias 
económicas negativas para la ANEP y, por ende, para el país. En efecto, el total del monto imponible 
de la citada obra es de € 224.000. Si no se incluyera el artículo con la retroactividad que se solicita, la 
tributación por cargas sociales del Banco de Previsión Social continuaría sin los beneficios que la 
normativa vigente otorga a la ANEP, es decir, un 82% y no el 46% como, efectivamente, 
correspondería aplicar. El acumulado de pago en demasía -fondos europeos y nacionales 
administrados por esta entidad gestora de PAOF- resulta de € 80.335 y al finalizar la obra ese monto 
alcanzará los € 160.000. Adicionalmente, ese monto será declarado no elegible por la auditoría 
externa que, preceptivamente, por el convenio suscrito -del cual entregamos una copia- la entidad 


gestora debe realizar en forma anual. En tal caso, ésta deberá reclamar ese monto a la autoridad de 
tutela del programa, es decir, al Consejo Directivo Central de la ANEP, quien deberá reintegrarla a la 
cuenta corriente del PAOF. La inclusión del artículo citado evitaría recorrer este tortuoso, pero 
previsible camino solucionando, además, un problema financiero del PAOF, cuya entidad gestora ha 
debido desembolsar fondos no previstos en el presupuesto original de obras licitado públicamente -y 
adjudicado- con lo que permitiría no posponer la ejecución de algunos sectores edilicios, atraso que 
más allá de generar incertidumbre acerca de la finalización total del ambicioso plan de obras que se 
ejecuta, podría acarrear al Estado la necesidad de asumir eventuales litigios por parte de la empresa 
constructora adjudicataria. 


Es cuanto tengo que manifestar. 
SEÑORA PRESIDENTA.- El material que se nos entregó ha sido repartido. 


SEÑORA PERCOVICH.- Si entendí bien, se solicita la inclusión del mismo artículo que también fuera 
dejado de lado en la Rendición de Cuentas anterior. ¿Han traído una redacción alternativa? 


SEÑORA PRESIDENTA.- En concreto, ellos piden que se incluya el artículo que venía en el Mensaje 
de la ANEP. Recordemos que a nivel de la Cámara de Representantes se aprobaron algunas de las 
disposiciones contenidas en el Mensaje de la ANEP y otras no. Precisamente, una de las que no fue 
recogida tiene que ver con el problema que plantea la delegación 


SEÑOR LONG.- ¿Recuerdan el número de ese artículo? 
SEÑOR DAMBRAUSKAS.- Es el 14 o el 18, señor Senador. 


SEÑOR BARAIBAR.- En definitiva, ¿cuál es el pedido de ustedes? Además, ¿saben por qué a nivel de 
la Cámara de Representantes no se incluyó esta disposición? ¿Tienen noticias del trámite que tuvo en 
el Pleno o en la Comisión? 


SEÑOR DAMBRAUSKAS.- Sabemos que en la Comisión de Presupuesto fue presentado, pero no se 
aprobó. Tal como manifestamos en nuestra exposición inicial, ignoramos cuál fue la razón. 


SEÑORA PERCOVICH.- Se trata del artículo 16 del Mensaje de la ANEP. 
SEÑOR BARAIBAR.- Quisiera saber qué están solicitando en concreto, porque no me queda claro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El artículo 16 dice lo siguiente: "Se retrotraerán al 19 de setiembre de 2005 
fecha en que, efectivamente, dieron comienzo las obras, las exoneraciones, reducciones y/o beneficios 
tributarios, que la legislación vigente confiere a la citada Administración Nacional de Educación Pública 
respecto de los bienes inmuebles de su propiedad y/o sobre los que ostenta un derecho real, y en 
especial la relativa a los aportes patronales al Banco de Previsión Social, para el caso de las obras que 
se realizan por la Administración Nacional de Educación Pública, en el inmueble propiedad de la 
Administración Nacional de Correos, fracciones dos y tres del padrón N* 4.173 de la 3? Sección Judicial 
del Departamento de Montevideo (Sarandí 472/468 y Treinta y Tres 1321), que le serán otorgadas en 
usufructo conforme a lo autorizado por el artículo 130 de la Ley 18.046.". Esto es lo que se está 
pidiendo. 


SEÑOR VAILLANT.- Esta disposición se refiere a la exoneración y a la que está prevista en la 
legislación vigente. Cuando mencionan la legislación vigente, ¿a qué se refieren? 


SEÑOR DAMBRAUSKAS.- Las obras que realiza la ANEP tienen una normativa muy especial, por la 
cual aportan por concepto de cargas sociales un 46% del monto imponible. Ese 46% no se está 
aplicando en este momento, sino que ese porcentaje viene a ser un 82%, o sea, como si se tratara de 
un particular, cualquiera sea éste. Esos fondos son los que explican la diferencia de unos € 80.000 


tributados hasta ahora de más, y sobre eso hay una aclaración en nuestra disposición. Si no se revierte 
esta situación, se va a llegar al final de la obra -previsto para dentro de unos seis meses- con 
aproximadamente € 160.000 aportados de más. Esos fondos van a ser, de alguna manera, según las 
auditorías que tenemos impuestas preceptivamente, declarados no elegibles. La entidad gestora aquí 
presente se los va a reclamar a la ANEP y el país los va a tener que aportar a las cuentas europeas. 
Esta situación se podría salvar si el Parlamento diera retroactividad, pero esto no se puede hacer de 
otra manera sino mediante una ley, porque por el artículo 130 de la Rendición de Cuentas del año 
pasado se había otorgado la implementación de un contrato de usufructo, única forma de poder 
inscribir el contrato de obra y hacer válidas estas erogaciones de cargas tributarias, pero no tenía 
retroactividad al 2005. Es un hecho que el Banco de Previsión Social nos lo va a dar cuando se 
inscriba el contrato, pero a partir de esa fecha y no de la que se inició la obra. No existe retroactividad 
posible si no se sanciona una ley; por lo menos el Banco de Previsión Social no la da. 


SEÑOR VAILLANT.- Mi intención es que no pase en el Senado lo que sucedió en la Cámara de 
Representantes, donde tal vez esto no fue aprobado por no haber sido entendido. Y como no lo estoy 
entendiendo, voy a insistir en esto. 


Ustedes dicen que hay una ley vigente por la cual tienen que pagar un 46%, ¿es así? 


SEÑOR DAMBRAUSKAS.- Para ser considerada una obra de la ANEP, el contrato de obra tiene que 
estar inscrito. A su vez, para inscribir un contrato de obra, al menos tiene que haber un usufructo. 
Nosotros tenemos un comodato firmado entre la Administración Nacional de Correos y la ANEP, por el 
cual la Comisión de la Unión Europea aceptó la intervención de sus fondos. O sea que para estar 
inscrito el contrato de obra tiene que haber un vínculo que asegure en la normativa vigente que es 
propiedad de la ANEP. La mínima forma legal admitida es mediante un contrato de usufructo, sino lo es 
por la propiedad. Pero como se firmó un comodato precario, no hay posibilidades de que el Banco de 
Previsión Social otorgue a la ANEP los beneficios que da la ley para cualquier obra que realiza esta 
Administración. 


SEÑOR VAILLANT.- Personalmente, me da la impresión de que cuando los integrantes de la 
delegación dicen “se retrotraerán”, están solicitando la retroactividad de una norma que, de acuerdo 
con lo que ellos mismos han señalado, no los ampara; por lo menos, esto último es lo que interpreta 
quien habla. La norma no los ampara, no porque no sea retroactiva ni porque no estuviera vigente en 
aquella época, sino porque sencillamente ustedes no pueden cumplir con la inscripción, no pueden 
inscribir; en definitiva, lo que tienen es un comodato. Reitero que esto es lo que quien habla ha 
entendido, luego de escuchar lo que aquí se ha manifestado. 


SEÑOR ROMERO.- Cuando se pudo inscribir, habían transcurrido ya esos meses, que son los que 
estamos reclamando. Entonces, cuando se aprobó la norma, se lo hizo en un momento en que, si no 
se nos concede esto con efecto retroactivo, perdemos todo lo que hemos pagado de más -nos 
referimos a los meses que pagamos un 82% en lugar de un 46%- lo que equivale a unos € 
82.000 hasta ahora, cifra que al final de la obra, en caso de que no se cumpliera, podría ascender a € 
160.000. Este es el elemento a reclamar. 


SEÑOR MICHELILNI.- Supongamos que el Parlamento no hace nada al respecto y que eso lo debe 
pagar el Estado, lo que efectivamente hace; en ese caso, ¿habría un efecto negativo en la relación con 
la Comunidad Económica Europea? Es decir, ¿el efecto negativo hasta ahora es sólo un problema de 
descalce de cuentas? 


Por otro lado, si en lugar de hablarse de la exoneración, se estableciera que ese convenio a 
todos sus efectos tiene los alcances de las otras obras que realiza ANEP, ¿la cuestión jurídica sería la 
misma? 


SEÑOR ROMERO.- Ante todo, hay que decir que existe un problema de liquidez, pues estamos 
hablando de € 80.000 a € 160.000 de una obra que fue presupuestada en € 1:600.000 euros y 
contratada en poco más de € 1:550.000.000; a su vez, ahora mismo, precisamente por 
todos los retrasos  -en su mayor parte causados por el problema legal de la tenencia de los suelos 


con la Administración Nacional de Correos- está superando ya en € 100.000 el presupuesto inicial. Si, 
además, resulta que tenemos en liquidez entre € 80.000 y € 160.000 en contra, pues el tema es 
realmente serio; a su vez, el hecho de tener que aguantar una Auditoría que nos vuelva a declarar eso 
en contra, es algo no grato y que nos complica bastante la vida. 


SEÑOR DAMBRAUSKAS.- Con relación a la segunda pregunta formulada por el señor Senador, 
decimos que se necesita una ley. El artículo 130 del Capítulo V de la Rendición de Cuentas del año 
2005 no establecía retroactividad ni fecha alguna para otorgar este beneficio -esto fue una omisión, un 
error cometido por parte de la Administración Nacional de Correos- y, siendo así, jamás habrá 
retroactividad. Entonces, nosotros estaremos siempre con el mismo efecto a partir de la fecha en que 
se promulgue esta ley por parte del Poder Ejecutivo; en definitiva, estaremos con dos o tres meses de 
ejecución y sin poder recuperar ni un céntimo de la misma. 


Por otro lado, quisiera hacer una aclaración: no es lo mismo Fondo Europeo que Fondo 
Nacional. El primero tiene determinadas normativas de excepciones que establece el propio contrato 
de convenio firmado. Concretamente, en el Capítulo l, Título 1Il, artículo 12, Régimen Fiscal y Aduanero 
del Convenio que los señores Senadores tienen presente, se establece que los impuestos, derechos y 
exacciones son excluidos del financiamiento de la Comunidad Europea. Concretamente, en el Capítulo 
IX, Condiciones Especiales, en la página 32, hay dos cláusulas que hacen referencia a esto en la parte 
que habla de los compromisos del beneficiario, donde se dice que el país beneficiario se compromete a 
tomar las disposiciones necesarias para garantizar la exoneración de impuestos, derechos y tasas de 
los bienes, equipos, materiales e insumos, adquiridos con cargo a la contribución financiera de la 
Comunidad Europea, para el estricto empleo en las acciones definidas en el presente convenio. Y, 
finalmente, se expresa que se proporcionarán facilidades de todo tipo para asegurar la 
autosostenibilidad del proyecto después de la finalización del financiamiento externo. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece que nuestros invitados nos podrían acercar un artículo, no ya 
vinculado a lo relativo a que se retrotraerán al 19 de setiembre, sino una declaración de que las obras 
emprendidas en el edificio, dado el usufructo a la Administración Nacional de Educación Pública, por la 
ley tal, tendrán todas las exoneraciones que la ley vigente confiere. Pienso que un artículo declarativo 
podría resultar mejor que este artículo 16, que es bastante confuso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Es probable que la misma complejidad del artículo haya determinado que no 
se considerara en la Cámara de Representantes. Si nuestros invitados encuentran una mejor 
redacción, les agradeceremos que nos la hagan llegar, de modo que cuando la Comisión discuta este 
punto la tengamos en cuenta. 


Agradecemos su presencia y la información que nos han brindado. 
(Se retira de Sala la delegación del Programa de Fortalecimiento de las Artes) 
(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios Judiciales del Uruguay) 


La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto Integrada con Hacienda del 
Senado da la bienvenida a la delegación de la Asociación de Funcionarios del Poder Judicial, a quienes 
cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR VAZQUEZ.- En primer lugar, quiero decir que vamos a dividir nuestra exposición en dos 
partes: la primera queda a mi cargo y de la segunda se ocupará mi compañero, Sergio Núñez. 


En principio, queremos agradecer a los señores Senadores por permitirnos, de alguna 
manera, expresar las preocupaciones del conjunto de los funcionarios judiciales. 


Por otra parte, quiero manifestar que esta nueva Dirección, surgida de las elecciones 
realizadas el 30 de mayo, ocupa este cargo, en parte, debido a la desazón y frustración de cientos de 
trabajadores de la Justicia que con gran expectativa habían elaborado, en forma conjunta con los 


demás gremios del Poder Judicial, un Presupuesto Nacional austero, real, pensado para este Uruguay, 
que iba de lo funcional a lo salarial y apuntaba, concretamente, al mejoramiento del sistema de 
Justicia. Posteriormente, en virtud de los escasos recursos votados en el Parlamento, se logró una 
reestructura que no contempló ni las más mínimas aspiraciones de los funcionarios. 


Asimismo, en esta intervención, intentamos poner en conocimiento de los señores Senadores 
algunos hechos que tuvieron su inicio en ese Presupuesto Nacional del que participó directamente el 
Parlamento. Queremos mencionar, además, algunos procedimientos de la Corporación ajenos a la 
responsabilidad de este Cuerpo, que han afectado directamente los salarios de los trabajadores 
judiciales. 


En cuanto a ello, queremos hacer saber, en primer lugar y en forma categórica, que lo 
otorgado a nivel salarial por el Parlamento a través del artículo 389 del Presupuesto Nacional y la 
posterior reestructura elaborada por la Suprema Corte de Justicia -según Resolución N* 265- ha sido 
absolutamente insuficiente para contemplar los salarios de los grados más bajos de los escalafones 
que soporta la gran parte del trabajo diario del Poder Judicial. 


En el quinquenio, Administrativos y Auxiliares judiciales recibirán entre $ 2000 y $ 2500 
frente a otros cargos de los escalafones profesionales, en donde el incremento quinquenal para 
Actuarios o Directores de División será entre $ 8.500 y $ 10.000, sin tomar en cuenta las partidas 
complementarias que dichos cargos perciben. 


Los señores Senadores deben tener en cuenta que dentro de esa reestructura quedó la 
recuperación salarial del quinquenio de la Administración anterior, pues el artículo 454 del Presupuesto 
Nacional excluye, a texto expreso, al Poder Judicial. Por lo tanto, lo que manifiestan las autoridades del 
organismo en cuanto a que el aumento porcentual para todos los escalafones es de aproximadamente 
30% no es así, pues se reduce a menos de la mitad al incluir dicha recuperación. 


Esa Resolución N* 265 de la Suprema Corte de Justicia sobre la reestructura, en su artículo 
1% aprueba una escala de sueldos porcentual entre los distintos grados, que parte del sueldo base del 
Subdirector de Servicios Administrativos, en forma decreciente, hasta el primer nivel de remuneración 
de los escalafones. Además, el organismo no contempló la totalidad de las solicitudes de creaciones de 
cargos, que apuntaban al mejoramiento del servicio, de 132 Jefes de Oficina, 146 Jefes de Sección, 31 
Alguaciles, 8 Subdirectores, 5 Directores, 24 Subintendentes y 11 Intendentes en todo el país, 
contemplando sólo la creación de 29 cargos de Jefes de Oficina. 


Como decía, esta propuesta apuntaba al mejoramiento del servicio por la vía de recomponer 
y estimular la carrera funcional teniendo en cuenta, por ejemplo, que un Administrativo IV o un Auxiliar 
II -que son cargos de ingreso- pasan más de quince años en los mismos grados, esto es, la mitad de 
su vida funcional. Así es que trabajadores con más de 35 años de trabajo en el organismo sólo logran 
ascender dos grados. Por lo tanto, no existe la tal estimulación de la carrera funcional, sin contar con 
que además existen escalafones departamentales, lo que conlleva más desigualdad para con los 
trabajadores del interior. 


En el proyecto de ley de Rendición de Cuentas enviado al Parlamento, la Suprema Corte de 
Justicia contradice su propia Resolución N* 265 en cuanto a la porcentualidad, intentando, desde el 
artículo 9% de ese proyecto, otorgar una partida para perfeccionamiento académico a los cargos de 
Director y Subdirector de los Servicios Administrativos, de entre $ 3.296 y $ 3.708 mensuales. Es, 
justamente, el cargo al que está "enganchada" nuestra porcentualidad: el sueldo base de Subdirector 
General. Esa partida no incide en la escala salarial de los funcionarios, rompiendo la porcentualidad 
por la vía de las partidas extraordinarias. 


Vemos, pues, un total desinterés de la Suprema Corte de Justicia con relación al conjunto de 
los salarios de los trabajadores, que en este proyecto de ley de Rendición de Cuentas no nos 
contempla en ninguna reivindicación salarial sustancial, teniendo un trato distinto con otros actores del 
Poder Judicial. 


Como resumen final, cabe señalar que queda demostrado que los funcionarios judiciales no 
fuimos contemplados por el poder político primero y, luego, por el organismo como cree la opinión 
pública en general. 


En el quinquenio, los administrativos IV, II! y Il, así como los Auxiliares ll, |, obreros del Poder 
Judicial -aproximadamente 2.500 trabajadores- recibirán de $ 2.000 a $ 3.000 de aumento. No 
tendremos la recuperación salarial de aproximadamente el 20% para los funcionarios públicos de la 
Administración anterior, pues el Inciso 16 fue excluido expresamente en el Presupuesto Nacional. 
Además, estamos perdiendo paulatinamente el 6% de la Tasa Judicial que tenemos, como derecho 
adquirido, desde 1994, como lo expresara claramente el organismo. Para colmo, estamos 
"enganchados" porcentualmente al salario base de cargos que, sistemáticamente, solicitan partidas por 
fuera del salario básico, con el consentimiento y la aprobación de la Corporación. Asimismo, queda 
demostrado que los trabajadores judiciales no tenemos verdaderos ámbitos de negociación colectiva. 


En cuanto a la propuesta concreta de AFJU, que esperamos sea tomada en cuenta por los 
señores Senadores, si la Presidencia lo permite, cedo el uso de la palabra al compañero Sergio Núñez. 


SEÑOR NUÑEZ.- Básicamente, queremos hacer dos planteos de carácter salarial. Uno tiene que ver 
con la llamada Tasa Judicial -que aparece en el artículo 2* del proyecto de ley de Rendición de Cuentas 
de la Suprema Corte de Justicia- que se creó en 1994 y está sujeta a recaudación. Históricamente se 
cobró un 6% y, paulatinamente, por el ingreso de nuevos funcionarios, el desarrollo salarial y una caída 
de la recaudación, se fue perdiendo y hoy está en un 2,5%. El propio organismo proyecta que para el 
próximo año sea de un 1% y termine desapareciendo. Eso quiere decir que al terminar este 
quinquenio, los funcionarios judiciales vamos a tener una pérdida salarial de un 6%, que tenemos 
desde el año 1994 y que vamos a perder cuando termine este quinquenio. Si a eso sumamos la 
pérdida salarial del quinquenio anterior, estamos en un 24%. Entonces ese 30% de promedio que 
maneja el organismo como recuperación salarial de los trabajadores judiciales queda, al menos, en un 
5% y en muchos cargos ni siquiera se llega a mantener la recuperación salarial. Hay cargos que no 
llegan al 20% de incremento en el quinquenio. 


Concretamente, lo que estamos solicitando es que esta Tasa Judicial que tuvo un histórico 
6% sea incorporada a nuestro salario y que luego el Parlamento disponga lo que entienda mejor o más 
conveniente para la recaudación que, para el futuro, ya es insuficiente. Eso nos permitirá, por lo 
menos, no tener esa pérdida salarial y recibir un aumento en el salario de los trabajadores. 


El segundo planteo que vamos a hacer, no está en la Rendición de Cuentas y nosotros, 
como trabajadores, lo formulamos al organismo cuando se discutió y se promovió este proyecto, y tiene 
que ver con el Viático de Alimentación. Desde el año 2000 los trabajadores judiciales tenemos un 
Viático de Alimentación -que se obtuvo después de un conflicto- que comenzó siendo de $ 458, que 
actualmente está en $ 710 y que es totalmente insuficiente para lo que significa el viático, si es que se 
quiere decir que es un verdadero Viático de Alimentación. Aumentarlo a una cifra mínima de $ 1.500 
significaría una inyección directa, salarial, sobre los cargos que han tenido el menor incremento y que, 
como bien decía el compañero Vázquez, en el quinquenio apenas llegarán a $ 2.000. Por lo tanto, 
planteamos aumentar ese viático de $ 710a $ 1.500. Además, hay organismos que están muy por 
encima, como algunos del artículo 220, por ejemplo, los funcionarios del Tribunal de Cuentas cobran $ 
3.200 por concepto de Viáticos de Alimentación. El último organismo de los Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados, como es el Correo, hoy por hoy está en $ 1.800 mientras que los judiciales, 
repito, cobramos $ 710. 


Sabemos que esto no está en el proyecto de ley, porque el organismo no lo contempló, 
aunque sí contempló otras partidas similares, como el Perfeccionamiento Académico que fue 
incrementado a un valor similar al que nosotros solicitamos. Creemos que es una reivindicación válida 
que al funcionario, más allá del cargo y de la ubicación escalafonaría que tenga en el organismo, le va 
a generar un aumento directo. Asimismo, en los cargos más chicos ni hablar que un aumento de $ 790 
es importante pensando que en un quinquenio van a recibir $ 2.000. 


Básicamente, estas son las dos reivindicaciones que queríamos plantear. Sabemos que 
cuando el organismo viene a estas Comisiones, deja la impresión de que en el Poder Judicial está todo 


bien y que todos estamos conformes, pero no es así. En el proceso del proyecto de ley de Rendición 
de Cuentas los trabajadores no fuimos contemplados porque el organismo priorizó cargos 
profesionales y no priorizó a la masa de los trabajadores que van a cobrar, en un quinquenio, $ 2.000 y 
son los que tienen la movilidad más difícil, porque prácticamente no ascienden y están quince o veinte 
años en un cargo de ingreso. Además, son los que perciben el menor aumento salarial del quinquenio. 
Por eso, creemos que esta partida, que es básica y fija para todos, permitiría incrementar los salarios 
en forma sustantiva. 


Muchas gracias. 


SEÑOR LONG.- Quiero solicitar a la Asociación de Funcionarios Judiciales que presenten este 
proyecto de la forma más elaborada posible, para poder estudiarlo. 


Digo esto porque tenemos tres situaciones: en primer lugar, los proyectos que vienen dentro 
del Mensaje del Poder Ejecutivo; en segundo término, los que vienen incluidos dentro del Mensaje del 
organismo y, en tercer lugar -sería este caso- las propuestas que no han venido dentro del Mensaje del 
organismo. Necesitamos que colaboren con nosotros para tener los elementos de juicio y, 
eventualmente, poder plantear esta inquietud. 


SEÑOR NUÑEZ.- Hicimos una cuenta aproximada de lo que podría significar el incremento del Viático 
de Alimentación. Hoy el organismo tiene un crédito presupuestal de $ 33:000.000, para abonar $ 710 
por funcionario. Nosotros entendíamos que el incremento de esa partida sería de $ 38:000.000, 
aproximadamente, para poder llegar a $ 1.500. Por supuesto que lo tenemos que detallar y costear con 
todos los datos, pero ese es el valor aproximado en que, estimamos, debería incrementarse la partida 
de viáticos que, incluso, ya existe. O sea que sería un incremento de la partida del presupuesto del año 
2000. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia en Sala de los representantes de la Asociación 
de Funcionarios Judiciales. Les solicitamos que después nos envíen los complementos, tomando en 
cuenta que esta semana comenzamos a trabajar en la discusión parlamentaria. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios Judiciales.) 


(Ingresa a Sala la doctora Cristina Roselló, en representación del Comité Paralímpico 
Uruguayo.) 


Tenemos el gusto de recibir a la delegada del Comité Paralímpico Uruguayo, doctora Roselló. 
Tiene la palabra. 

SEÑORA ROSELLO..- Buenas tardes. 
En primer lugar agradezco que nos hayan recibido. 


Me llamo Cristina Roselló y soy la Secretaria General del Comité Paralímpico Uruguayo, 
entidad sin fines de lucro, creada en el año 1996 y dedicada a la promoción y desarrollo del deporte de 
las personas con discapacidad. Integran el Comité en forma oficial y siguiendo los lineamientos del 
Comité Paralímpico Internacional, los discapacitados motores, intelectuales y sensoriales, ciegos o de 
baja visión y como invitados -ya que no son aceptados por el Comité Olímpico- los sordos y los 
trasplantados. 


Nuestra entidad no posee rubros propios y, en ese sentido, en el año 2005 recibimos una 
partida del Parlamento, de $ 160.000 anuales. Actualmente estamos abocados al Campeonato 
Paramericano, que se va a desarrollar entre el 8 y el 20 de agosto de este año, a continuación de los 
Juegos Panamericanos de Rio de Janeiro. Como ejemplo, les puedo decir que una silla de ruedas para 


competir en carrera -especialidad en la que va a participar un deportista que tiene muy buena marca y 
que ha ganado a los convencionales en las competencias de San Fernando y San Felipe- cuesta US$ 
3.000; una silla de tenis cuesta US$ 2.500 y de ahí en más. Esta vez vamos a concurrir con nueve 
deportistas: tres discapacitados visuales van a competir en carrera y dos en judo. Asimismo, dos 
discapacitados motrices lo van a hacer en tenis de mesa y uno en tenis. Al respecto, debo decir que 
como ayuda recibimos solamente los pasajes que nos otorga el Ministerio de Turismo y Deporte. 


Por todo esto necesitaríamos más apoyo ya que también se aproximan las Olimpíadas de 
Beijing, así como otras. En realidad, si bien la competencia es importante, lo principal es desarrollar el 
deporte, porque es parte de la rehabilitación y la reinserción del discapacitado en la sociedad. En lo 
personal soy médica y puedo contar un millón de anécdotas, como el caso de un taximetrista que 
quedó parapléjico luego de ser baleado y a los seis meses ya estaba practicando básquetbol. De esta 
manera se fue reinsertando en la sociedad y al día de hoy está trabajando desde su silla de ruedas. 
Entonces, no quiere decir que la alta competencia sea lo más importante, sino que, además, se pueda 
desarrollar toda la otra etapa. 


SEÑOR MICHELINI.- Por supuesto que está de más decir que la obra que hace el Comité es 
sensacional. 


Lo importante es saber en qué podemos ayudar porque, seguramente, las necesidades del 
Comité son ilimitadas. Lo ideal sería -no en el día de hoy, porque quizás se deban hacer algunas 
consultas- que nos acerquen información sobre dichas necesidades, ya sea que estén relacionadas 
con los momentos de competencia o de entrenamiento, para ver qué podemos hacer. De lo contrario 
podríamos generar una situación que determine que estemos ayudando en algo que no es lo más 
necesario. 


SEÑORA ROSELLO.- Es muy importante lo que manifestó el señor Senador Michelini, porque si bien 
la ayuda es importante para poder llegar a competir, tal como lo señalé antes, más que la competencia, 
importa poder preparar bien a la gente; es decir que no sólo compitan, sino que se también se tenga en 
cuenta toda la otra parte relacionada con la reinserción social. Esto sería importante y, al respecto, 
vamos a acercar un proyecto. 


SEÑOR LONG..- Si bien conozco perfectamente este caso, quiero realizar un pequeño comentario. 


En el Presupuesto del año 2005 en el Rubro "Subsidios y Subvenciones", en el Inciso 21, se 
incluyó por primera vez al Comité Paralímpico Uruguayo, lo que significó un avance importante. En 
aquel momento el monto que se había estimado para poder tener un piso, una base, para poder 
funcionar, no se pudo alcanzar por razones que ahora no viene al caso mencionar. Ahora bien; en este 
Presupuesto, el Ministerio de Economía y Finanzas, previó una partida adicional al Rubro "Subsidios y 
Subvenciones" y es nuestra responsabilidad, es decir, la de los Senadores, distribuir de la mejor forma 
posible. 


Me parece que si bien debe haber otras situaciones igualmente útiles e importantes como las 
que ilustró la doctora Roselló, difícilmente existan otras más trascendentes donde cifras relativamente 
pequeñas de dinero provocan un efecto importante. 


Hay que tener en cuenta que los deportistas que avanzan en estos temas y logran el nivel de 
una paralimpíada, de un panamericano o de un mundial, o participan de cualquier competencia dentro 
del Uruguay, son una especie de faro para otra persona que se encuentran en la misma situación; son 
ejemplos que no pasan desapercibidos para quienes tienen alguna discapacidad, porque les permite a 
otros hacer el esfuerzo que, de no existir ese buen ejemplo, no harían. 


Creo que todo esto fue muy bien explicado por la doctora Roselló: lo importante no es traer 
una medalla, sino el hecho de que la persona que la gana irradia un efecto de entusiasmo para quienes 
se encuentran en una situación parecida, dando pasos importantes en su propia integración. 


En definitiva, este es el objetivo y el planteo consiste en analizar la posibilidad de que, dentro 
de esa partida adicional que está prevista en el artículo correspondiente, el Comité Paralímpico 
obtenga una mejora para su participación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quedamos a la espera de la sugerencia de la doctora Roselló. 


Agradecemos su comparecencia en esta Comisión y a la hora de discutir el artículo 285 al 
que hacía referencia el señor Senador Long, veremos en cuánto podemos ayudar. 


SEÑORA ROSELLO.- Agradecemos que nos hayan citado en la tarde de hoy. 
(Se retira de Sala la representante del Comité Paralímpico Uruguayo) 
(Ingresa a Sala la delegación del Movimiento de la Juventud Agraria) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tenemos el agrado de recibir a la delegación del Movimiento de la Juventud 
Agraria para referirse a la Rendición de Cuentas. 


La Mesa desea aclarar que tienen diez minutos para hacer su exposición y solicita que quien 
haga uso de la palabra se identifique a efectos de la versión taquigráfica. 


SEÑOR GARCIA.- Mi nombre es Oscar García y soy el Presidente del Movimiento de la Juventud 
Agraria. 


Hace más de cincuenta años que recibimos por ley una partida que, hasta este último 
período, se ajustaba por IPC. Asimismo, debemos rendir cuentas al Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, organismo con el cual venimos trabajando muy bien. No obstante, han aumentado 
los insumos que utilizamos para la atención de los jóvenes y, al dejar de ajustarse la partida por IPC, 
no nos alcanza para dar cumplimiento con todo. 


Por lo tanto, la razón de nuestra comparecencia en esta Comisión es la de solicitar una 
ampliación del monto de esa partida y que, a su vez, se continúe ajustando por IPC. En la actualidad 
estamos recibiendo $93.000 mensuales y necesitaríamos, por lo menos, $120.000 para poder dar 
cumplimiento con los compromisos asumidos con todos los jóvenes agrarios del país. 


Reitero, nuestro petitorio consiste en aumentar esa partida a $120.000 y que la misma se 
ajuste por IPC para dar cumplimiento con todas las actividades e instituciones. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera saber cómo se ajusta actualmente esa partida. ¿Tiene modalidad 
de ajuste? 


SEÑOR GARCIA.- Justamente, señora Presidenta, esta partida que siempre se ajustó por IPC, no 
cuenta, a partir de este último período, con una modalidad de ajuste. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, según entiendo, esa partida que figura en el artículo 288 queda 
fija y vuestro planteo consiste en ampliarla y que se ajuste por IPC. 


SEÑOR GARCIA.- Exactamente, solicitamos que se aumente de $93.000 mensuales a $120.000 para 
poder cubrir todos los compromisos asumidos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el Presupuesto figura una partida anual de $1:200.000 que da, en este 
momento, $93.000 mensuales. Ustedes solicitan que se amplíe a $120.000. 


Muy bien; los integrantes de esta Comisión debemos analizar el artículo 285 del Presupuesto 
-tal como le comentamos a la delegación que les precedió- que reparte entre subsidios y 
subvenciones. Evidentemente, en el momento que vayamos a discutir este punto tendremos en cuenta 
el planteo que nos hicieron llegar y veremos qué podemos hacer. 


SEÑOR GARCIA.- Básicamente nos preocupa no poder cumplir con el servicio que prestamos a esos 
1500 jóvenes que aún hoy se mantienen en el campo. Por ello, con el incremento de esa partida 
pensamos que podremos mantener la estructura y el seguimiento permanente para que esos jóvenes 
tengan un buen desarrollo en el medio rural. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a la delegación la comparecencia. En el momento en que se 
considere el artículo 286, que es el que los comprende, analizaremos su planteo. 


(Se retira de Sala la delegación del Movimiento de la Juventud Agraria) 
(Ingresa a Sala la delegación del Sindicato del INAU) 


La Subcomisión de Audiencias recibe a la delegación del Sindicato del INAU para escuchar 
su exposición con relación a la Rendición de Cuentas. 


SEÑOR LOPEZ.- En primer lugar, quisiéramos agradecer a la Comisión. Hubo una pequeña 
descoordinación en la anterior invitación y, por ello, agradecemos que igual nos hayan recibido. 


Como sindicato, queremos plantear una cuestión que para nosotros es muy importante, 
porque es algo que no tiene precedentes en la Institución. Hemos logrado acordar con el Directorio de 
la Institución un Mensaje de Rendición de Cuentas, por lo que éste elevó un Mensaje propio, en el que 
incluye algunos artículos que no estaban reflejados en el Mensaje del Poder Ejecutivo, contemplando 
parte de los reclamos de nuestro sindicato. Como sabemos que el tiempo es escaso, queremos 
priorizar un artículo que para nosotros es fundamental y no tiene costo presupuestal, que refiere a la 
regularización de trabajadores de la Institución que han ingresado por concurso, pero en carácter de 
eventuales. Se trata de alrededor de 340 nuevos funcionarios que han ingresado por concursos, con 
criterios de selección muy rigurosos, bases de inscripción bastante altas y la participación del propio 
sindicato en los tribunales. Creemos que es absolutamente necesario que el Parlamento apruebe este 
artículo, que permitiría que estos compañeros continúen trabajando en la institución, porque de no ser 
así, de acuerdo con el contrato eventual, solamente pueden estar un año con opción a otro y 
perderíamos a estos más de 300 trabajadores que han ingresado en esta Administración y que son 
absolutamente fundamentales para la vida cotidiana del INAU. 


A esto debemos agregar el hecho de que, con los incentivos jubilatorios que se han 
implementado, se han retirado más de 200 trabajadores y es posible que se retire otro tanto, por lo 
que, si no logramos retener a estos funcionarios, la Institución va a caer en un caos mucho más grande 
del que ya tiene. 


Por otra parte, como pueden observar, en el articulado que ha enviado el Directorio de la 
Institución se piden algunas partidas, fundamentalmente para el ingreso de personal, ya que seguimos 
teniendo un déficit en el número de recursos humanos que se necesitan para el desempeño de los 
programas que hoy están funcionando y los que se proyectan. Es, entonces, absolutamente necesario 
para nosotros el ingreso de más personal. 


En cuanto a las retribuciones, también se solicitan partidas para compensar aquellas 
situaciones que se dan hoy en algunos de los rubros en los que, funcionarios que cumplen la misma 
tarea, reciben distinta remuneración. Para eso está específicamente planteada la solicitud de algunas 
partidas que, reitero, consideramos necesarias y que no implicarían una erogación importante para el 
Estado. Pensamos que se deben corregir estas diferencias que existen dentro de la propia Institución, 


así como las que surge de ciertas compensaciones que se cobran por desempeñar tareas de alto 
riesgo o por situaciones especiales en determinados servicios. A partir de la aplicación del nuevo 
Código de la Niñez y la Adolescencia, esta problemática se ha desparramado por todo el interior del 
país, pues los trabajadores que allí se desempeñan no están percibiendo la compensación establecida 
en el artículo 612 de una Ley de Rendición de Cuentas. Nosotros creemos que los trabajadores del 
interior del país también deberían ser compensados, porque el riesgo y las situaciones especiales hoy 
se dan en todos los hogares del país. 


Queremos entonces priorizar estos tres aspectos -más allá de que apoyamos todo el 
articulado enviado por el Directorio- que tienen que ver con la regularización de los contratos, con la 
partida para el ingreso de más personal, con la equiparación al Grado VI de todos los trabajadores que 
están por debajo de ese Grado y también con la aplicación del artículo 612 de la Ley de Rendición de 
Cuentas, de modo que se pueda compensar con una remuneración especial a los compañeros que 
trabajan en el interior del país y que están ganando menos de los que trabajan en la zona 
metropolitana, a pesar de cumplir la misma tarea de atención a jóvenes con una problemática que ha 
sido bastante complicada en esta última etapa. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Cuál sería el artículo relativo a la presupuestación que mandó el Organismo? Si 
no entendí mal, éste había sido un acuerdo con el Organismo. 


SEÑORA RUZO.- Es el artículo 8%, que figura en la página 31. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se trata de un artículo que envió el Directorio, sobre el que se nos explicó 
que, de no regularizarse a ese personal que efectivamente concursó, en un lapso relativamente breve, 
los contratos quedarían sin efecto. 


SEÑOR MICHELINI.- El artículo refiere a los que están y a los que pudieran ingresar; en la medida que 
fueron seleccionados por concurso, consultaría si no se podría hablar de los que ya están, aunque la 
norma no prevea a los futuros. Quizás, este podría ser el problema que existe. 


SEÑOR SALABERRY.- Frente a la situación de emergencia que se generó por realizar contratos 
eventuales para los ingresos, tal vez esa podría ser una solución intermedia. Lo que sucede es que 
tenemos 340 llamados más en curso. Entonces, si retroactivamente damos solución a los que ya están 
trabajando, dentro de un año se nos presentará la misma situación con 340 personas más. 


SEÑOR MICHELINI.- Soy consciente de eso. 


SEÑOR SALABERRY.- En última instancia lo aceptaríamos, pero nos interesa conservar a todos los 
trabajadores, por lo que, si podemos encontrar una solución de fondo a este problema, sería mucho 
mejor. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias agradece a los representantes del Sindicato 
del INAU las consideraciones que han realizado en este ámbito. Luego, al momento de la discusión del 
tema, veremos qué se puede hacer. 


(Se retiran de Sala los representantes del Sindicato del INAU) 


(Ingresan a Sala los Abogados Adjuntos de la Procuraduría del Estado en lo Contencioso 
Administrativo) 


La Subcomisión de Audiencias tiene el gusto de recibir a los Abogados Adjuntos de la 
Procuraduría del Estado en lo Contencioso Administrativo, para referirse al proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas. 


La Mesa les comunica que disponen de un plazo aproximado de diez minutos para realizar 
su exposición. 


SEÑORA NESSAR.- Buenas tardes. 


Soy la Procuradora Adjunta del Estado en lo Contencioso Administrativo, doctora Silvana 
Nessar y quienes me acompañan son Abogados Adjuntos de la Procuraduría. 


Hemos hecho entrega a la Mesa de un material al que vamos a hacer referencia. 


La Procuraduría del Estado en lo Contencioso Administrativo tiene creación constitucional, 
porque cuando en la Constitución de 1952 se creó la Sección Contencioso, se hizo lo propio con el 
Tribunal y la Procuraduría del Estado como una unidad ejecutora del Ministerio de Educación y Cultura. 
Ella comparte el mismo programa de la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación. ¿Por 
qué tiene esa estructura? Porque la Fiscalía de Corte -es decir, los fiscales, los abogados y 
procuradores del Estado- asesora a sus pares, es decir, al Poder Judicial y sus Tribunales y la 
Procuraduría del Estado tiene como única función ser oída necesariamente en forma previa - 
preceptiva, pero no vinculante- en los asuntos que son competencia del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, de acuerdo a los artículos 309 y siguientes de la Constitución. 


El régimen jurídico al que estamos sometidos está establecido en la Constitución y en el 
Decreto-Ley N* 15.524 orgánico del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. El Procurador del 
Estado está equiparado en todas sus funciones -cargo, dotación e incompatibilidades- a los Ministros 
de la Suprema Corte de Justicia. Igual suerte han tenido los funcionarios de esa oficina. Por ejemplo, 
quien habla, como Procuradora Adjunta, está equiparada por ley -artículo 402 de la Ley N* 15.809, 
cuyo repartido tienen en su poder- al cargo de Ministro del Tribunal de Apelaciones y los Abogados 
Adjuntos, por el artículo 411 de la misma Ley, lo están al cargo de Secretario Letrado de la Suprema 
Corte de Justicia. ¿Por qué existe esta equiparación? Por la función jurisdiccional que cumplimos; 
nosotros lo único que hacemos es pronunciarnos en los expedientes judiciales, en todas las demandas 
de nulidad que se plantean contra el Estado, Estado en sentido amplio, persona pública mayor y 
personas públicas menores. En base a esa función es que siempre nos han equiparado en leyes 
posteriores. Esta equiparación se interrumpió durante la época del gobierno de facto, cuando mediante 
un artículo expreso se dejó de lado esa equiparación, pero luego la primera Ley de Presupuesto 
restableció la vigencia plena de la Constitución y las leyes que en aquel momento regían, 
manteniéndose la equiparación. Aclaro que en el memorándum que dejamos están establecidas las 
leyes que he mencionado. 


Posteriormente, la Ley N* 17.296, de 2001, crea una partida de perfeccionamiento 
académico para los Magistrados del Poder Judicial que, justamente, tiene ese destino, porque los 
abogados de esta Procuraduría somos docentes en el área administrativa y tributaria, ya que se trata 
de una materia muy específica. Recuerden que nosotros recibimos las demandas contra todo el 
Estado, desde una Intendencia hasta un Ministerio, una unidad ejecutora o el INAU. Es decir que 
tenemos que conocer el funcionamiento de todos los organismos estatales, no paraestatales. 
Entonces, se otorgó una partida para los funcionarios judiciales mediante el artículo 456 de la Ley 

N* 17.296, pero allí se estableció que esas partidas no integrarían la base de cálculo de cualquier 
otra equiparación. Con esto, automáticamente, los funcionarios de esta Procuraduría -que somos 11- 
quedamos excluidos. Quienes lograron esta partida fueron los Fiscales, porque mediante un artículo 
especial, el 330 de esa Ley de Presupuesto, se los consideró particularmente. ¿Pero qué ocurrió? Que 
de acuerdo al inciso final del artículo que crea la partida, los equiparados quedaban fuera de ese 
beneficio. 


Por lo tanto, queremos plantear aquí que esta situación ha generado una diferencia en la 
remuneración, que no es justa ya que, en realidad, realizamos la misma función, cumplimos el mismo 
horario del Poder Judicial y tenemos las mismas ferias en los mismos períodos. Nuestra función es 
nada más que dirigirnos y mantenernos en contacto, en este caso, con el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


El artículo que proyectamos supone asignar una partida cuyo costo anual es de $ 474.624, 
en el que se incluyen 11 funcionarios técnicos, que somos los once que recibimos las demandas de 
todo el Estado, ya que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo tiene competencia nacional. En el 
interior, si bien hay Juzgados Letrados que entienden en lo contencioso adminsitrativo, lo hacen en 
materia reparatoria, pero esta materia no es competencia del TCA, solamente lo es la anulación de 
actos adminstrativos. En la planilla que hemos entregado hacemos referencia al costo. En ese sentido, 
inicialmente podrán ver que la suma total es de más de $ 500.000, pero luego aparece más de $ 
400.000. Esto se debe a que en la cifra inicial está incluido el Procurador del Estado, que ya tiene esa 
partida, porque su equiparación no es legal, sino de rango constitucional. Cuando se crea el cargo se lo 
asimila y se lo equipara a los Ministros de la Suprema Corte, cuyos cargos están también en la 
Constitución. Entonces, no es necesario que la ley establezca una diferenciación, ya que no puede 
deshacer lo que la Constitución hizo. 


Brevemente, esto es lo que deseábamos plantear. Si bien hemos solicitado en varias 
oportunidades que esta diferencia injusta se zanjara, hasta ahora no lo hemos conseguido. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR MICHELINI.- Advierto que se ha distribuido un repartido, pero no se me ha entregado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Adelanto al señor Senador Michelini que en la última página del repartido 
consta la propuesta. 


SEÑORA BARAIBAR.- Quisiera saber si realizaron este mismo planteo en la Cámara de 
Representantes y si conocen cuál fue el trámite que se le dio. ¿Fue discutido en el Plenario o en la 
Comisión? 


SEÑORA RAMOS..- Entregamos, con suficiente tiempo, este mismo documento a uno de los sectores 
de la Cámara de Representantes, pero no sabemos cuál fue el curso que siguió, más allá de que está 
claro que no tuvo andamiento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el proyecto de ley que nos remite la Cámara de Representantes no 
aparece este tema, por lo que sólo podrá ser incluido si el Senado lo incorpora. 


Agradecemos la información que nos han brindado y que tendremos en cuenta en el 
momento de considerar el proyecto de ley. 


(Se retira de Sala la delegación de Abogados Adjuntos de la Procuraduría del Estado en lo 
Contencioso Administrativo) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios de Catastro) 


La Subcomisión de Audiencias tiene mucho gusto en recibir a los representantes de la 
Asociación de Funcionarios de Catastro, a quienes recordamos que disponen de diez minutos para 
realizar su exposición. 


SEÑOR AMCHITE.- Si bien en esta Rendición de Cuentas se recoge una vieja aspiración del gremio y 
de COFE en el sentido de “salarizar” los salarios y, así, no tener múltiples partidas, la forma en que se 
presenta consolida una rebaja salarial más. ¿Por qué? Porque lo que se pretende es establecer un 
promedio de lo que se denominan proventos, que son ingresos extrapresupuestales logrados en la 
década del 90. A propósito, trajimos unas carpetas para ser distribuidas a los señores Senadores. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En la versión que tenemos, los artículos de la Dirección General de Catastro 
comienzan en el 155. 


SEÑOR AMCHITE.- Como decía, los ingresos extrapresupuestales, que en determinado momento se 
logró que se volcara al salario el 50% de ellos y posteriormente el 65%, están compuestos por una tasa 
catastral que se expide por los valores -según el trámite, lleva distinta cantidad de tasas catastrales- y 
por ingresos de tasaciones que se realizan. La Dirección General de Catastro es, por ley, preceptiva en 
todas las operaciones inmobiliarias del Estado; quiere decir que cualquier alquiler o compraventa que 
se realice debe llevar una tasación de Catastro y hay que hacer un aporte. La ley original y un decreto 
sólo eximían a los jubilados con una jubilación por el valor de la propiedad y en determinados casos de 
menor valor. Posteriormente, en la época del Ministro Braga, por resolución -es decir, de una forma 
totalmente ¡legal porque una resolución no puede modificar un decreto ni una ley- se exoneró a todos 
los organismos comprendidos en el artículo 220 de la Constitución, además de que hubo una cantidad 
de exoneraciones más. De hecho, desde esa época los ingresos extrapresupuestales que se reparten 
entre los funcionarios son de una proporción de por lo menos un 30% menor de lo que debieran ser. 


Posteriormente, se aprueba otra ley que tiende a la renovación del catastro que obliga a que 
cualquier compraventa que se inscriba en el Registro y que pague el Impuesto a las Trasmisiones 
Patrimoniales -menos algunos casos de muy poco valor- deban presentar una declaración jurada que, 
a su vez, va acompañada de tasas catastrales. Lo que se pretendía con eso era, sin tener que hacer 
inspecciones -a través de la tercerización que se hace con profesionales arquitectos y agrimensores- 
tener información al día de todas las operaciones inmobiliarias relacionadas con las construcciones. 
Eso, por la vía de los hechos, fue desconocido por la Dirección de Registros y a pesar de dos decretos 
presidenciales dictados en la época del doctor Batlle, nunca se ha cumplido. De hecho, en ese período 
se hicieron más de cincuenta mil transacciones de las cuales sólo se registraron cinco mil. Eso no sólo 
lesiona a la Dirección General de Catastro, sino que también lesiona a sus funcionarios porque la 
cantidad de ingresos que debería haber no existe, por lo cual se reparte menos. 


En definitiva, pretender hacer un promedio cuando el Estado, mediante resoluciones ilegales 
o por el solo hecho de no cumplir con la ley, regala el dinero de los funcionarios, nos ha llevado a 
encarar una serie de juicios para hacer todas esas reclamaciones. Por eso en el material que trajimos 
en la carpeta aparece el ingreso del 2006, el del 2007 y el proyectado si se hubiera cumplido con la ley. 
Eso, de por sí, sube el promedio a más de un 50% de lo que se plantea. 


Por otra parte, en 1990 se logró, a nivel de todo el Ministerio de Economía y Finanzas, 
establecer en el Presupuesto un fondo de equiparación. Así, se plantea que se haga el promedio de 
salarios de todo el Ministerio de Economía y Finanzas. Concretamente, al Fondo se le vierte el 5% de 
los ingresos presupuestales de todos los organismos y las unidades ejecutoras del citado Ministerio y, 
a su vez, con ese Fondo se tiene que distribuir los recursos entre los empleados, para compensar a 
todos los que ganan menos del promedio. 


Cabe acotar que, de hecho, también la desviación del Gobierno hizo que se iniciaran juicios, 
algunos de los cuales se han ganado y donde están involucrados alrededor de US$ 10:000.000. Ya la 
Justicia ha fallado en esto y, por nuestra parte, hemos logrado del Ministerio de Economía y Finanzas 
la promesa de llevar a cabo algo parecido a lo que se ha instrumentado en la Intendencia, en el sentido 
de que, cuando se vaya a pagar, se pague a todos los funcionarios y no sólo a los reclamantes. Pero 
esto todavía está en una etapa de discusión, fundamentalmente por temas jurídicos relacionados con 
los reclamantes, etcétera. 


Posteriormente, con este Gobierno logramos, en el primer Presupuesto, la aprobación de 
otro artículo importante. Pero aquí cabe acotar que el mencionado Fondo se fue vaciando por la vía de 
resoluciones de los sucesivos Gobiernos que hemos tenido; concretamente, se fue salarizando o 
dejando de lado ingresos extra-presupuestales de varios organismos o vertiendo menos en los 
organismos en los que se vertía. Entonces, de hecho, nunca se cumplió la equiparación y ya llevamos 
diecisiete años en esto. En juicios posteriores se logró, sobre todo con la Aduana -que era el organismo 
principal- revertir esa situación, la que mejoró un poco. 


Luego estaba el problema de la Dirección General Impositiva, que también se había vaciado 
totalmente; en este sentido, en el Presupuesto aprobado bajo el actual Gobierno se incluyeron los 
artículos 6% y 7% de la Ley N* 17.904 de 7 de octubre de 2005, donde se establece que el Poder 
Ejecutivo verterá hasta el 5% del aumento de la recaudación. Los últimos datos del aumento de la 


recaudación de la Dirección General Impositiva, indican una cifra de US$ 160:000.000 y sólo por un 
año tendría que verter hasta US$ 8:000.000. 


En la discusión que mantuvimos con el Ministerio de Economía y Finanzas por la aplicación 
de este artículo, logramos que de ese 5%, se vertiera un 0.12%, con lo cual la situación apenas mejoró 
un poco. Pero, además, hay que decir que con esa disposición también se evita otra maniobra que 
hacía el Gobierno, que era no calcular correctamente los promedios. Cuando se hacen los cálculos de 
manera correcta, se advierte que los funcionarios de Catastro que en 1996 llegaban con su salario a la 
mitad del promedio, actualmente apenas llegan a un 36% ó 37%. Esto significa que lo único que se ha 
logrado para los funcionarios de Catastro, a través de todos estos mecanismos, ha sido alejarlos 
mucho más del promedio salarial. Un profesional como quien habla, por ejemplo, se encuentra -por 
decirlo así- en la tercera parte del salario promedio y en la décima parte del salario más alto que pueda 
haber en la Dirección General Impositiva o en la Aduana; así pues, la inequidad es gigantesca. 


En consecuencia, el gremio plantea lo siguiente: si se va a salarizar, que se apliquen los 
mecanismos para hacerlo al promedio del Ministerio de Economía y Finanzas. Esto no es algo fuera de 
lugar teniendo en cuenta, además, que presentamos este proyecto en COFE hace muchos años y que 
tuvimos oportunidad de analizarlo con otros Gobiernos. Precisamente, ahora lo hacemos con las 
actuales autoridades y con un buen auspicio en el sentido de generalizarlo y extenderlo a todos los 
Ministerios, toda la Administración Central y todos los empleados públicos. Personalmente, he podido 
saber que existe un camino abierto para lograr esto, pero, más allá de ello, si se consolida este 
proyecto para los funcionarios de Catastro, se estará consolidando una rebaja salarial. Entonces, si se 
va a salarizar, debemos buscar mecanismos para que, por lo menos, se tome en cuenta -como 
mínimo- ese 50% que se está regalando por la no aplicación de las Leyes que he mencionado, 
fundamentalmente, la Ley N” 17.296, a través de la cual se creó el Registro Obligatorio en las 
compra-ventas privadas. 


Por otro lado, desde hace tiempo hemos estado pidiendo a los parlamentarios que dialoguen 
con el Ministerio de Economía y Finanzas a fin de ver si se puede llevar ese porcentaje de 0,12% a un 
1,1%, por lo menos; calculamos que de esa manera se lograría solucionar dos problemas: el de los 
funcionarios de Catastro, que son los más sumergidos a nivel salarial y también el de la inequidad con 
relación a las otras Unidades Ejecutoras. 


A su vez, hay otro tema que también debe ser considerado: nosotros pedimos salario, pero, 
¿al país le interesa tener un Catastro? En el año 1987, el Frente Amplio incluyó para votar en la ley de 
alquileres un artículo por el cual se mandataba a la Dirección Nacional de Catastro a construir 
nuevamente el Catastro subjetivo que había sido destruido a partir de la década del setenta. Ese 
Catastro subjetivo, si se quiere hacer justicia tributaria, es un elemento básico, porque significa saber 
cuáles son los valores inmobiliarios que tiene cualquier persona. Eso no está puesto en marcha y 
tampoco hay interés en hacerlo, aparentemente. Sin embargo, a nivel gremial, en el año 2005 nosotros 
presionamos y logramos que el Presidente de la República elaborara un decreto para crear una 
Comisión para el tema de Catastro. Esa Comisión funcionó en el 2006 y dictó una cantidad de normas, 
entre las cuales una determinaba que con los salarios que se pagaban en Catastro no se podía llevar a 
cabo lo que se pretendía, que consistía en la creación de una base de datos espacial interactiva entre 
los todos los organismos, en virtud de la cual -tal como demostramos- se podía ahorrar mucho 
dinero para el país, porque dejaría de actuar cada organismo por su lado, como ocurre ahora. En lo 
personal, soy experto en cibernética y realicé muchos proyectos acerca de cómo se podría aunar 
esfuerzos para obtener el máximo beneficio. De hecho, en el año 1995, cuando el Gobierno de aquel 
momento quiso destruir totalmente Catastro y llevarlo al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, dimos una gran batalla para que se mantuviera en la órbita del Ministerio 
de Economía y Finanzas. En aquella instancia, demostramos que el déficit fiscal de US$ 400:000.000 
que pretendían sanear -se saneó con un ajuste fiscal- se podía cubrir sólo con hacer un Catastro en 
serio. 


En ese sentido, podemos decir que en un plazo mediato, una inversión de US$ 10:000.000 
en Catastro representa recuperar US$ 100:000.000, además de la posibilidad de hacer justicia 
tributaria. 


Por otra parte, lo que sucede es que, así como estamos, los funcionarios más veteranos nos 
vamos todos, porque podemos ganar más fuera de la Dirección Nacional de Catastro. En lo personal, 
me he quedado para apoyar a este Gobierno, ganando menos dinero, porque estoy jubilado y no cobro 
nada, ya que mi intención es sólo la de dar una mano. Pero este Organismo no puede seguir así, 
porque se está persiguiendo un objetivo destructivo de una herramienta básica de planificación y de 
justicia tributaria. En realidad, estos mensajes sólo trasmiten a la gente la idea de que debe irse, con lo 
cual se frustra la posibilidad de renovación de personal. El que realizamos en Catastro es un trabajo 
técnico y específico, por lo cual la imposibilidad de formar nuevos funcionarios y estimularlos para que 
se preparen sólo está demostrando la ausencia de voluntad de hacer justicia tributaria, de que se sepa 
qué tiene cada uno, de que se cobre una tasa de Impuesto a la Renta sobre un alquiler ficto, de que se 
grave la vivienda desocupada y los bienes improductivos. Por ejemplo, para aplicar el IMPROME, 
Catastro es fundamental. Este Impuesto a la Producción Mínima Exigible se derogó y a pesar de que 
podemos estar de acuerdo con su aplicación o no, debo decir que, en lo personal, pienso que se trata 
de un impuesto básico para transferir la tenencia de la tierra a quien la trabaja. 


Entonces, la Dirección Nacional de Catastro es muy importante y todos quienes hemos estado 
en la lucha desde hace años sabemos que es fundamental para la transferencia del poder económico 
hacia la gente, hacia los trabajadores. Por consiguiente, no podemos entender cómo este Gobierno 
desatiende este tema y además consolida una rebaja salarial, como es el mensaje que envía a los 
funcionarios para que se vayan, porque no interesa lo que hacen. Quizás, muchas personas piensen 
que éste es un tema menor y que se trataría sólo de un ajuste salarial más para una unidad ejecutora 
como cualquier otra. Sin embargo, se trata de un asunto muy importante y se debe tomar conciencia de 
que cuando se llevan a cabo determinadas acciones, se produce una repercusión en lo global y en la 
macroeconomía que es fundamental, porque se cierran puertas para concretar programas que como 
trabajadores nos interesan. Los trabajadores de Catastro no hemos tenido eco en los otros gobiernos y 
pensamos que en esta situación se tiene que atender fuertemente el problema, porque nos 
encontramos en una coyuntura sumamente grave. Hemos logrado que en este Mensaje se derogara el 
cargo de confianza que se había creado y que debía ser ocupado por un Agrimensor, cuestión que 
solamente llevó a que se tendiera aún más a una destrucción de Catastro, ya que no se operaba 
técnicamente. En este Mensaje se declaró la alta prioridad de Catastro, pero no alcanza con eso, 
porque es preciso nutrir a la Dirección con funcionarios y capacitarlos con los medios adecuados. 


No se trata de pedir mayores salarios porque sí, sino que son necesarios para remunerar a la 
gente y motivarla a los efectos de hacer una tarea técnica que aporta a todo el Estado. 


Hasta ahora el criterio era que se le paga bien a las unidades ejecutoras que recaudan. Sin 
embargo, la Dirección General Impositiva no puede recaudar bien si la Dirección Nacional de Catastro 
no existe. Todo el sistema de las Intendencias Municipales no puede funcionar haciendo una 
recaudación con justicia si no hay una Dirección Nacional de Catastro en serio. 


El año pasado logramos, en entrevistas con el señor Intendente Municipal de Montevideo, 
que se fijara una cifra de US$ 400.000 aproximadamente y logramos la base de tasación de los 
terrenos. En 2007 teníamos previsto que ingresaran unos US$ 2:000.000 por convenios y el Ministerio 
de Economía y Finanzas asignaría una contrapartida para hacer el catastro edilicio urbano. Eso ya no 
se va a hacer, porque el Ministerio de Economía y Finanzas no lo está apuntalando. ¿Hacia dónde 
vamos? ¿Qué es lo que se quiere? 


La gente protesta y recurre, lo que es lógico, porque todas las construcciones están mal, 
pues hace cuarenta y cinco años que no realiza una tasación masiva. Desde el punto de vista político, 
quienes trabajamos en esto sabemos que se decidió sólo el 1.2 de la masa imponible para no provocar 
un impacto, pero redistribuimos bien los terrenos -los que en este momento están de acuerdo con su 
valor evolutivo- y también habría que hacerlo con las construcciones. Además, todo eso necesita 
estudios técnicos permanentes. ¿Cómo voy a planificar una producción si no tengo un buen 
relevamiento del Catastro rural? Es lógico que no se trata solamente del Catastro, pero éste es 
fundamental insertado en esa base de datos espacial, en esa interacción que el propio Presidente pidió 
en una Comisión que trabajó sobre el tema. Además de no haber un apuntalamiento financiero, la 
Dirección ya no tendrá funcionarios preparados porque a fin de año casi no quedará gente. Algunos 
pocos como yo podremos trabajar sin mirar lo económico, pero con eso no alcanza. Se trata de una 


actitud voluntarista, pero un país no puede trabajar sobre la base de la voluntad de alguna persona 
bien intencionada. Entonces, el tema es muy serio. 


SEÑOR VAILLANT.- Voy a hacer una pregunta concreta y quiero una respuesta también concreta. 
Deseo saber si ustedes solicitan que se modifique el artículo 155 actual o que sea eliminado. 

SEÑOR AMCHITE.- Queremos que se modifique el artículo, señor Senador. 

SEÑOR VAILLANT.- ¿Trajeron alguna propuesta de redacción? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Señor Senador: en la carpeta que repartimos está la propuesta de 
modificación. 


SEÑOR AMCHITE.- Sí, señor Senador, pero figura con el número 150. 
SEÑORA PRESIDENTA.- No importa; es la numeración con que salió. 


SEÑOR BARAIBAR.- La exposición que ha hecho el arquitecto Amchite es muy interesante, pero 
quiero dejar en claro que supera absolutamente las posibilidades que estamos abordando en esta 
etapa ya casi al final de este análisis del proyecto de ley de Rendición de Cuentas. Sin embargo, más 
allá del aspecto concreto del artículo 155 -tema que estudiaremos- creo que esta problemática es 
realmente importante y sería bueno que el sindicato que nos visita le diera un procesamiento orgánico, 
que se abordara en alguna Comisión -podría ser la Comisión de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente- que se promoviera un proyecto de ley o que se hicieran sugerencias programáticas. 
Digo esto, porque queda claro que ustedes viven esa realidad cotidiana -el señor arquitecto como 
jubilado, pero también como una persona que tiene mucha inquietud en el tema- con una intensidad y 
un conocimiento que no es para nada cercano a lo que el promedio de los ciudadanos o incluso de 
jerarcas de la Administración Pública tienen sobre un tema que es trascendente, pero sobre el cual hay 
poca conciencia. 


Hago esta sugerencia para que quede claro que lo que hemos escuchado no cae en saco 
roto, sino que realmente lo valoramos. Además, está la versión taquigráfica de lo dicho y este material 
circula entre todos los señores Senadores. En fin, lo digo para pensar el tema en perspectiva, porque 
considero -seguramente los otros señores Senadores también- muy importante el planteo que han 
realizado. En su intervención hizo referencia al Director de Catastro y habló de la exigencia de que éste 
fuera agrimensor. Eso se modifica en este proyecto. ¿Están de acuerdo con esto? 


SEÑOR ANCHITE.- Sí, es una propuesta del Sindicato. 


SEÑOR BARAIBAR.- Como hemos escuchado otros argumentos, les pido que desarrollen un poco 
más la fundamentación de por qué es conveniente tal iniciativa. 


SEÑOR ANCHITE.- Para lograr nuestro propósito no se necesita ninguna ley, sino voluntad política. Lo 
que queremos es que el Ministerio de Economía modifique, en acuerdo con el Presidente de la 
República y en base a las Leyes N* 16.170 y N* 17.901 en sus artículos 6 y 7, el porcentaje de 
aportación de la Impositiva -que fijó en el 0,12%- en un 1,1%. Esto solucionaría no solamente el 
problema de Catastro, sino de todas las Unidades Ejecutoras que están por debajo del promedio del 
Ministerio de Economía y Finanzas. Esto ya está legislado, solamente hay que cumplirlo. 


La fundamentación pedida por el señor Senador Baráibar es muy simple. El gremio de 
agrimensores es relativamente pequeño y tiene particularidades muy directas, en cuanto a la relación 
funcional, en el tipo de trabajo que hace con la Dirección de Catastro que, desde el punto de vista 
político económico, es mucho más trascendente que el registro de un plano o un dibujo y necesita -ese 
ha sido el freno permanente- de una visión más amplia, inserta en la planificación, porque los que 


estamos en este tema vamos más allá del registro individual de una parcela corporativa de trabajo. 
Cuando se planteó la reforma del Estado, hace muchos años, fuimos el único gremio que presentó en 
el CEPRE un proyecto integral de reforma del Estado para la Dirección de Catastro. Explicamos cómo 
debían interactuar las distintas profesiones y defendimos el hecho de que los cargos fueran de carrera 
y técnicos. Esa es la razón por la que este gremio pidió a este nuevo Gobierno que destituyera al 
Director que venía del Gobierno anterior y que se mantuviera como cabeza al ganador del concurso de 
la subdirección técnica. Aclaro que también se mantuvo firme el gremio cuando se quiso desmontar la 
subdirección técnica. Entonces, la Subdirección técnica va a estar a cargo de un agrimensor y va a ser 
de carrera, pero a la Dirección se llegará por concurso, tal como está planteado y habrá alguien idóneo 
en Planificación e integrado al plan de Gobierno. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a la delegación por su presencia. Aclaro que la pregunta del 
señor Senador Baráibar fue hecha porque este punto fue tratado por los agrimensores y 
necesitábamos la otra versión. 


(Se retiran de sala los representantes de la Asociación de Funcionarios de Catastro) 


(Ingresan a sala los representantes del Consejo de Rectores de Universidades Privadas del 
Uruguay) 


Damos la bienvenida al Consejo de Rectores de Universidades Privadas del Uruguay que 
vienen a dar su punto de vista con relación al proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de 
Ejecución Presupuestal. 


SEÑOR BRITO.- Señora Presidenta: ante todo, queremos expresar nuestro agradecimiento por 
brindarnos la oportunidad de estar presentes en esta Comisión. 


Mi nombre es Mariano Brito y soy Rector de la Universidad de Montevideo. 


Personalmente, voy a hacer referencia al artículo 128 del proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas, que no leeré porque los señores Senadores ya lo conocen. Sin embargo, sí quiero señalar 
algunas de sus particularidades que, me parece, ameritan una revisión. 


Todo el sistema educativo nacional reconoce algunos pilares fundamentales. Teniendo en 
cuenta la relación enseñanza-aprendizaje, estos pilares pasan, por un lado, por la libertad de 
enseñanza y, por otro, por el derecho de aprender, ambos correlativos. En el caso de la enseñanza 
privada, garantizada la libertad de enseñanza, ésta también comprende, desde luego, la libertad de 
aprender. En el caso de la enseñanza pública, estatal, su correlato es la autonomía y el derecho de 
aprender. Estos principios o reglas tienen, por otra parte, apoyatura constitucional en los artículos 69, 
72, etcétera, que tienen algunas consecuencias fundamentales. Concretamente, en el sistema 
educativo nacional no pueden admitirse monopolios, porque ello quebrantaría, por un lado, la libertad 
de enseñanza garantizada y, por otro, el derecho, también constitucionalmente garantizado, de 
aprender y, consecuentemente, de elegir... 


SEÑOR BARAIBAR.- El doctor Brito habló del artículo 128, pero el proyecto del Poder Ejecutivo 
después sufrió modificaciones. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Es el referido al Ministerio de Defensa Nacional. 
SEÑOR BARAIBAR.- De acuerdo. 


SEÑOR BRITO.- Entonces, ¿qué es lo que ocurre con este texto? En realidad, preferiría no leerlo, 
aunque algo voy a tener que leer de él, porque dispone, a los efectos de promover la integración de los 
servicios educativos que brinda el Ministerio de Defensa Nacional con el resto del sistema público de 
enseñanza -quiere decir que procura algo positivo: la integración- que sus Unidades Ejecutoras sólo 
podrán contratar servicios de formación, capacitación, perfeccionamiento, especialización y análogos, 


fuera del sistema público, en los casos en que exista previa acreditación fehaciente de que éste no los 
brinda y autorización expresa del jerarca del Inciso. 


El texto de esta norma, si no es objeto de enmienda, de alteración, consagra un monopolio 
de la formación, de la enseñanza y, consiguientemente, del aprendizaje, porque no se podrá ir a buscar 
otros profesores u otra enseñanza más que la que esté establecida por el sistema estatal. Al hablar de 
sistema estatal, en este caso, me estoy refiriendo al Ministerio de Defensa Nacional y a la vinculación 
con él. Estamos de acuerdo con un sistema de integración positiva, pero no en exclusiva ni excluyente, 
con universidades privadas conectadas, que no hacen más que ejercer una libertad que está 
garantizada constitucionalmente y un derecho de aprender de quienes concurren a ellas, que también 
está garantizado constitucionalmente. Sin embargo, si esta norma se mantuviera tal como está 
redactada, no tengo menos que decir que viola la Constitución que asegura y garantiza la libertad de 
enseñanza y establece y garantiza el derecho de aprender. No necesito referirme a que está 
establecido para los niños, cuyos padres son los que eligen a los maestros y las instituciones que 
deseen. Por lo tanto, con tanta razón como para con los niños, ello está establecido también para los 
adultos. De manera que, en nombre de las Universidades privadas, -cuyo Secretario pro témpore está 
a mi derecha y será quien después expondrá- nos permitimos exhortar a la Comisión de Presupuesto 
del Senado a que revise este texto y evite una colisión que, aparte de violar la Constitución, crearía una 
situación que no deseamos, cuando en definitiva creemos tener una relación que se está desarrollando 
bien con la Universidad de la República. 


De manera que agradezco mucho la atención de haberme escuchado y quedo a vuestra 
disposición. 


SEÑOR GRUNBERG.- En primer lugar, quiero señalar que soy Rector de la Universidad ORT y, en 
este momento, estoy en ejercicio de la Secretaría pro teémpore de los Consejos Rectores. 


El segundo tema que hoy nos hace estar aquí es el que tiene que ver con la Agencia 
Nacional para la Innovación. En nombre de las cuatro Universidades privadas, queremos expresar que 
apoyamos el proyecto y la iniciativa en general de aumentar los recursos para la investigación científica 
y la innovación en nuestro país, en las distintas formas. No obstante, frente a los trascendidos de 
prensa que han surgido recientemente -aunque no se han visto plasmados en artículos que hoy 
podamos citar- queremos señalar que en torno a la creación del Sistema Nacional de Investigadores, 
que sería un órgano dependiente de la Agencia Nacional para la Innovación, no tenemos objeción 
alguna en cuanto a la forma de institucionalización de dicho Sistema. Sin embargo ha trascendido - 
contrariamente a la versión inicial- que se daría a la Universidad de la República un rol explícito y 
específico en el gobierno de este Sistema. Como este Sistema Nacional de Investigadores va a tener 
como rol categorizar a todos los investigadores del país, toda la jurisprudencia internacional al respecto 
-dicho esto entre comillas- indica que la imparcialidad tiene que ser total y que no puede haber ninguna 
institución que sea a la vez evaluada y evaluadora. Por ello, proponemos que si se quiere dar a una 
universidad un lugar en el gobierno del Sistema Nacional de Investigadores, por razones mínimas de 
equidad e imparcialidad, tendría que otorgarse al Consejo de Rectores un lugar, tal como sucede en 
otros ámbitos de la regulación de la educación uruguaya. 


SEÑORA DALMAS.- Este segundo punto, por ahora, es una reivindicación planteada por la 
Universidad de la República que tenemos que considerar. 


Acerca del artículo 128, quiero señalar que no desconozco que se trata de una posición de 
principios y de observancia de los principios constitucionales que, en este caso, ustedes entienden 
pertinentes. Me interesaría saber, en la práctica, cuál es la relación del Ministerio de Defensa Nacional 
con los centros educativos terciarios privados, si es que ha existido en estos últimos años. 


SEÑOR GRUNBERG.- Personalmente tengo conocimiento de que en la última década se ha dado una 
larga lista de convenios entre las Universidades privadas y algunos institutos universitarios y diferentes 
instituciones dependientes del Ministerio de Defensa Nacional como ser el IMES, la Escuela Naval, la 
Escuela Militar y el Instituto de Estudios Superiores. Quiere decir que diferentes ramas del sistema 
educativo de las Fuerzas Armadas han firmado convenios que han beneficiado a los estudiantes así 
como a las Universidades que también se beneficiaron al participar en actividades de formación. 


SEÑOR BRITO.- Quiero ratificar, por mi parte, lo que manifestó el rector Grunberg, ya que esa es 
exactamente la realidad. 


SEÑOR LONG.- Antes que nada saludo a los señores rectores que hoy nos visitan. 


Me pareció muy importante y atinada la pregunta de la señora Senadora Dalmás. Si bien 
tenía alguna idea formada, los señores rectores han sido muy precisos manifestando que se trata de 
algo que hoy en día está funcionando y, seguramente, si es así, es porque ha habido necesidad y ha 
sido útil. Reitero, si esto se ha mantenido a lo largo de diez años es porque para el Ministerio de 
Defensa Nacional, esos convenios y esas actividades realizadas a través de las Universidades 
privadas, han dado buenos resultados 


De modo que, en primer lugar, sería altamente inconveniente eliminar o cercenar algo que ya 
existe y que, evidentemente, está dando buenos resultados. En segundo término, estaríamos violando 
un precepto constitucional, lo que no estaría dentro de nuestras potestades hacerlo. Pero además, 
tiene a favor, reitero, el buen uso y los excelentes resultados obtenidos. 


Por lo tanto, vamos a proponer -espero que lo hagamos todos juntos- la modificación del 
artículo 128 eliminando la exclusividad a favor del sistema público. 


En cuanto al otro planteo cabe destacar que en la tarde de hoy hemos recibido a la 
Universidad de la República pues correspondía tratar su Inciso. Ellos plantearon también su interés o 
preocupación en cuanto a que respecto a este Sistema Nacional de Investigadores, el único artículo, el 
293, que está ubicado por “Diversos Créditos”, no define prácticamente nada. A nosotros nos parece 
que debería quedar definido con un poco más de precisión por lo que vamos a trabajar en esa 
dirección. Coincidimos con el criterio de que en la medida que este organismo va a evaluar las diversas 
Universidades e investigadores, es lógico que exista la mayor garantía posible, incluso, para la 
Universidad de la República. 


Esta esa la forma en que, de nuestra parte, vemos el problema. 
Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nos ha quedado clara vuestra preocupación vinculada al artículo 128 y al 
Sistema Nacional de Investigadores. En el momento en que la Comisión discuta el tema tendremos en 
cuenta esta comparecencia. 


Muchas gracias. 
(Se retiran de Sala la delegación de los Rectores de Universidades Privadas) 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 19 y 28 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


